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TOCA CIVIL: 164/2023.

EXPEDIENTE: ********.

JUICIO: ORDINARIO CIVIL.

ACTOR: ****** ****** ****** ******.

DEMANDADO: ****** ***** ***** *******  * 

******* ** ***** ***** ******.

MAGISTRADA TITULAR: DULCE MARIA 

BALAM TUZ.

5ª SALA ESPECIALIZADA EN MATERIA CIVIL Y MERCANTIL DEL

TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA DEL ESTADO. - Cancún, Quintana

Roo, a veinticinco de septiembre del año dos mil veintitrés. 

VISTO: Para  resolver  el  toca  civil  cuyos  datos  al  rubro  se  citan,

formado con motivo del recurso de apelación interpuesto por el demandado

******* ** ***** ***** ******, en contra de la sentencia interlocutoria de fecha

ocho de junio del año dos mil veintitrés, dictada por el **** ******* ***** **

******* ********* *** ******** ******** ** ******* ******** ***, en el juicio ordinario

civil al rubro referenciado, y;

R E S U L T A N D O

1.- Que los puntos resolutivos de la sentencia Interlocutoria impugnada

son del tenor literal siguiente:

 

“…PRIMERO.- Son  infundadas las  pretensiones de la  parte  actora

incidentista,  promovido  por  el  ciudadano  *******  **  *****  *****  ******,

respecto del Incidente De Nulidad De Actuaciones, promovido.

SEGUNDO.- En consecuencia, continúese la secuela procesal de este

juicio, en consideración de las razones expuestas.

TERCERO.- Notifíquese y cúmplase la presente resolución…” 

2.- Inconforme con la resolución anterior, dicho demandado interpuso el

recurso de apelación, mismo que previa su substanciación legal, se dejó en

estado  de  dictar  sentencia  la  que  ahora  se  pronuncia  de  acuerdo  a  los

siguientes:

C O N S I D E R A N D O S

PRIMERO.- COMPETENCIA

Esta Autoridad es competente para  resolver el  presente asunto,  en

términos de los artículos 98 y 99 de la Constitución Política del Estado Libre



y Soberano de Quintana Roo,  2,  11 y 31 de la  Ley Orgánica del  Poder

Judicial  del  Estado  de  Quintana  Roo  y  atendiendo  a  los  Acuerdos

TSJQROO/ORD/4/2017 y TSJQROO/2/2022 ambos de la Sesión del Pleno

del  Tribunal  Superior de Justicia del  Estado,  el  primero de fecha seis de

octubre del año dos mil diecisiete, y el segundo del ocho de febrero de dos

mil veintidós, por virtud de los cuales, a partir del día nueve de octubre de

dos  mil  diecisiete,  a  raíz  de  la  reorganización  de  las  Salas  de  este  H.

Tribunal,  la  Quinta  Sala  especializada  en  Materia  Civil  conoce  de  las

materias civil y mercantil, motivo por el cual su denominación actual es  5a

SALA ESPECIALIZADA EN MATERIA CIVIL Y MERCANTIL y a partir del

día dieciséis de febrero de dos mil veintidós, su competencia territorial se

modificó, quedando fijada su sede en la Ciudad de Cancún y competencia

territorial  en  los  distritos  judiciales  de  Cancún,  Isla  Mujeres  y  Lázaro

Cárdenas.

SEGUNDO.- EXPRESIÓN DE AGRAVIOS

La parte apelante dentro del término de ley expresó como agravio el

que se contiene en su escrito respectivo, mismo que no se transcribe, pero

se tiene por reproducido en este apartado y será tomado en consideración

con posterioridad en el cuerpo de la presente resolución, sin que ello depare

perjuicio alguno al apelante en los términos de la tesis jurisprudencial que a

continuación se cita:  “AGRAVIOS. LA FALTA DE TRANSCRIPCIÓN DE

LOS  MISMOS  EN LA SENTENCIA,  NO  CONSTITUYE  VIOLACIÓN  DE

GARANTÍAS”.  Octavo  Tribunal  Colegiado  en  Materia  Civil  del  Primer

Circuito. Fuente: Semanario Judicial de la Federación, Octava Época, Tomo:

XII, Noviembre de 1993, Página: 288.

TERCERO.- PRONUNCIAMIENTO

Así las cosas, analizadas las constancias del testimonio de apelación

que integran el  presente  toca,  mismas que siendo actuaciones judiciales

tienen pleno valor  probatorio  en  términos del  artículo  406 del  Código de

Procedimientos Civiles para el Estado, y una vez efectuada la lectura del

agravio esgrimido, este Tribunal de segundo grado procede a su calificación

en los términos siguientes. 

El recurrente sostiene que el Juez de primer grado pasó por alto las

diversas irregularidades cometidas en su emplazamiento al juicio natural, por

virtud  de  las  cuales  considera  que  no  se  cumplieron  las  formalidades

esenciales y requisitos previstos en los artículos 109, fracción I,  111 y 112

del Código de Procedimientos Civiles para el Estado.  
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En tal virtud, indica que dichas irregularidades que no se atendieron,

por  las  cuales  estima  que  se  origina  la  nulidad  de  la  diligencia  de

emplazamiento llevada a cabo en fechas veinticinco y veintiséis de febrero

del  año  dos  mil  veintiuno  (fojas  56,  57,  62  y  63  del  expediente  civil),

consisten en lo siguiente:

1.-  La  cédula  de  notificación  no  contiene  el  nombre  y  apellido  del

promovente  del  juicio  que nos  ocupa,  ya  que si  bien  se  aprecia  el

nombre de ***** ***** **** como parte promovente, el presente juicio es

promovido por ****** ****** ****** ******, a través de su apoderada legal

******** ******* ******, por lo que no se cumple con lo establecido en el

artículo 111 del Código Procesal vigente en el Estado.

2.- En autos no obra constancia y evidencia de la visita al domicilio en

el  cual  el  actuario  dejó  el  citatorio  y  realizó  seguidamente  el

emplazamiento de que se trata, cuando de acuerdo al artículo 112 del

Código  Procesal  en  cita,  el  Actuario  tenía  la  obligación  de  tomar

fotografías del inmueble donde se realizó dicha diligencia, las cuales

deberían correr agregadas en autos, por lo que al no haberse dejado

constancia a través de impresiones fotográficas  o cualquier otro medio,

da lugar a la nulidad del emplazamiento de referencia.

3.- El Actuario manifestó en la constancia de emplazamiento que  corrió

traslado al demandado con la entrega de un juego de copias simples

de la demanda y de documentos descritos en el sello de la oficialía de

partes  común exhibidos,  debidamente  sellados y  cotejados,  mismos

que  recibió  su  informante  de  conformidad,  con  lo  que  daba  por

concluida la diligencia de emplazamiento, pero dicha expresión resulta

ambigua,  pues  no  menciona  si  entregó  al  demandado  únicamente

copia de la  demanda o si  bien entregó copia de la demanda y sus

anexos, ya que no describió los mismos y sólo manifestó que eran los

descritos en el  sello  de la  oficialía  de partes común,  por  lo  que no

existe  certeza  de  que  el  Actuario,  además  de  la  cédula,  hubiese

entregado  a  la  persona  con  quien  se  entendió  la  diligencia,  copia

simple de la demanda debidamente cotejada y sellada, y en su caso,

copias simples de los demás documentos que el actor hubiera exhibido

con su libelo inicial.

4.-  El  Actuario  manifestó  en dicha constancia que su informante no

firmaba el acta por no querer hacerlo, por lo que firmaba dicho fedatario

judicial para debida constancia, pero de la cédula de emplazamiento se



puede observar una firma adicional  a la del  Actuario,  lo que estima

hace dudar de lo así manifestado.

Igualmente,  señala  que  en  el  incidente  de  nulidad  nunca  puso  en

entredicho la fe judicial del servidor público que practicó el emplazamiento

de que se trata, sino el cumplimiento de las exigencias establecidas en los

artículos  109,  111  y  112  del  Código  de  Procedimientos  Civiles  para  el

Estado, por lo que estima incorrecta la consideración que el Juez de primer

grado expuso en la sentencia interlocutoria apelada, al indicar:

“…ya que con los datos que se proporcionaron fueron suficientes para

que el actuario adscrito a este Juzgado, lleve a cabo el emplazamiento;

se dice esto en razón de la fe pública con la cual está investido el

notificador, acorde a lo anterior en la diligencia que se tacha de nula,

se expresó las razones particulares y los medios de convicción que se

tuvo al alcance para determinar que el domicilio en el que actuaba era

el correcto, pues de las constancias se puede apreciar en donde se

constituyó, y de manera objetiva revela que se ubicó y se encontraba

en el domicilio ordenado, no sólo porque  tuvo a la vista dicho inmueble

o por que tenga fe pública para actuar como autoridad en ejercicio de

sus funciones y tenga que estimarse cierto ese hecho, sino porque la

nomenclatura de la Supermanzana, manzana y número, proporcionado

es correlativo; asimismo, revela el nombre de la persona con quien se

entrevistó y le indicó que ahí era el domicilio buscado y que se podía

encontrar al incidentista…”

Expuesto lo anterior, por razón de método esta Autoridad procede al

análisis de este último planteamiento. Al respecto, es dable referir que dado

el contexto de la sentencia interlocutoria impugnada, se advierte que dicha

consideración forma parte  de los razonamientos que sostuvo el  Juez del

conocimiento en atención a los argumentos en que se sustentó el incidente

de nulidad promovido en el juicio de origen, pero adverso a lo que refiere el

inconforme,  no  implica  que  el  juzgador  primigenio  considerara  que  el

incidentista  cuestionó  la  fe  pública  del  Actuario  que  llevó  a  cabo  el

emplazamiento de que se trata, por el contrario, se observa que lo que el

Juez exteriorizó es que dicho fedatario judicial se cercioró debidamente del

domicilio, no sólo porque tuviera fe pública para actuar como autoridad en

ejercicio de sus funciones y tuviera que estimarse cierto ese hecho, sino por

las diversas causas que ahí expresa (mismas que no son debatidas por el

hoy  recurrente),  por  lo  que  deviene  infundado el  planteamiento  que  se

examina.
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Ahora bien, es fundado el planteamiento relativo a que se dejaron de

atender  otras  irregularidades  de  la  diligencia  de  emplazamiento  al

demandado hoy recurrente.

Es  así,  porque  el  emplazamiento  debe  cumplir  con  ciertas

formalidades, siendo que las actuaciones públicas deben probar su legalidad

por  sí  mismas,  lo  que  obliga  a  que  dicha  diligencia  se  ajuste  a  los

lineamientos legales, particularmente, cobra relevancia, el hecho de que se

tiene que acatar lo dispuesto en los artículos 111 y 112 del Código adjetivo

de la  materia,  así  como que el  Juez  está  compelido  a  examinar  que  el

emplazamiento se haya efectuado correctamente en la forma legal,  y  en

caso contrario, mandar reponerlo, tal y como lo dispone el artículo 276 del

invocado cuerpo de leyes.

Máxime porque el emplazamiento es de orden público y, por ende, su

estudio es de oficio1, lo que se traduce en que la falta de emplazamiento o

su verificación en forma contraria a las disposiciones aplicables, puede y

debe corregirse de oficio en cualquier estado del procedimiento, por lo que

no  sólo  al  juzgador  de  primera  instancia  compete  subsanar  de  oficio  la

violación, sino también a este Tribunal de apelación, en tanto se erige como

la de carácter más grave en el proceso, a más de que en el caso se hace

valer en el agravio esgrimido.

En ese tenor, de la lectura de la diligencia actuarial correspondiente al

emplazamiento del demandado hoy apelante, se advierte que efectivamente,

en  la  cédula  respectiva  se  asentó  erróneamente  como  nombre  y

apellido del promovente:   ****** ***** *****  *   cuando el dato correcto debió  

ser    ****** ****** ****** ******  , siendo este último la parte actora en el juicio

natural,  lo  que  da  lugar  a  la  nulidad  del  emplazamiento,  porque  resulta

evidente  que  la  demandada  hoy  recurrente  al  no  conocer  los  hechos  o

hacerlo  en  forma  parcial,  o  equivocada,  no  estuvo  en  condiciones  de

preparar su defensa, colocándola en estado de indefensión para producir su

contestación de demanda;  sin  que obste,  que en el  caso,  se encuentren

asentados diversos elementos esenciales con los que válidamente pueda

1Registro: 240531, EMPLAZAMIENTO. ES DE ORDEN PUBLICO Y SU ESTUDIO ES DE OFICIO. Séptima Época,
Instancia: Tercera Sala, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación,
Volumen 163-168, Cuarta Parte, Materia: Civil, Página: 195.
Registro:  2019780, EMPLAZAMIENTO. PROCEDE LA SUPLENCIA DE LA QUEJA DEFICIENTE EN EL JUICIO
DE AMPARO DIRECTO PARA EXAMINAR DE OFICIO LAS DILIGENCIAS RESPECTIVAS, AUN RESPECTO DE
CUESTIONES NO ADUCIDAS EN EL INCIDENTE DE NULIDAD DE ACTUACIONES Y, EN SU CASO, EN EL
RECURSO ORDINARIO INTERPUESTO CONTRA LO RESUELTO EN ÉSTE. Décima Época, Instancia: Primera
Sala, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Libro 66, Mayo de
2019, Tomo II, Materia: Común, Página: 951.
Registro: 179312, EMPLAZAMIENTO. CUANDO SE COMBATA LA FALTA O SU ILEGALIDAD, EL TRIBUNAL DE
APELACIÓN SE ENCUENTRA OBLIGADO A ESTUDIAR LOS AGRAVIOS RESPECTIVOS Y,  EN SU CASO,
SUPLIRLOS EN SU DEFICIENCIA. Novena  Época, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tipo de Tesis:
Aislada, Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Febrero  de 2005, Tomo XXI, Materia:  Civil,
Página: 1688.



tenerse por acreditado que el citado demandado tuvo conocimiento del juicio

instaurado en su contra, pues la ausencia de aquel elemento formal (nombre

y apellido del promovente), previsto en el artículo 111 del ordenamiento legal

invocado, es suficiente para provocar la nulidad del emplazamiento, pues se

reitera, esa diligencia debe cumplir con ciertas formalidades, lo que obliga a

que se ajuste a los lineamientos legales, como el único medio de que su

eficacia se encuentre asegurada y surta todos sus efectos, además de que

salvaguarda la garantía de seguridad jurídica del demandado, al asegurar

que se entere fehacientemente de la incoación del proceso en su contra y de

la identidad de quien lo promueve.

De  igual  forma,  el  Actuario  hizo  constar  en  relación  al  traslado

entregado en dicha diligencia lo siguiente:

“…le corro traslado con la entrega de un juego de copias simples de la

demanda y documentos descritos en el sello de la oficialía de partes

común  exhibidos,  debidamente  sellados  y  cotejados,  mismas  que

recibe mi informante de conformidad…” 

De donde se advierte que, en efecto, tal y como señala el apelante, el

llamamiento a juicio llevado a cabo a ******* ** ***** ***** ******, carece de la

descripción de los documentos que integraron la copia de traslado, sin

que bastara para tal fin la sola manifestación de que fueron los enunciados

en el sello de la oficialía de partes común, pues debe tenerse en cuenta que

al momento en que se efectúa el emplazamiento, el demandado no tiene

acceso  a  las  constancias  de  autos  en  que  obra  dicho  sello,  ni  éste  se

reproduce o estampa también en el traslado, de tal suerte que con ello no se

colma  la  necesidad  de  que  la información  que  a  través  del  mismo  se

proporcione al enjuiciado le otorgue certeza jurídica respecto a la fidelidad

de  los  términos  en  los  que  el  accionante  formuló  su  demanda y  de  los

documentos que adjuntó a ésta.

Por lo tanto, no es factible concluir que la diligencia de emplazamiento

cumplió con su objetivo Constitucional de hacer saber de manera cierta al

citado demandado la información que le permitiría ejercer adecuadamente

su  derecho  de  defensa,  dado  que  si  bien  el  Actuario,  al  practicar  el

emplazamiento,  certificó  que  corrió  traslado  con  las  copias  de  los

documentos que se adjuntaron a la demanda, no precisó cuáles son éstos,

en consecuencia, eso no le permitió al enjuiciado tener la certeza respecto

de la información de las copias con las que se le corrió traslado. 
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A mayor abundamiento es dable decir que el requisito de las copias de

traslado y que se detallen los anexos documentales que integran el mismo,

no constituye un formalismo sin sentido o un obstáculo para que el actor

acceda a la justicia, toda vez que la existencia de las formas concretas para

acceder  a  ésta  responde  a  la  intención  del  Constituyente  de  facultar  al

legislador para establecer mecanismos que proporcionen a las partes todos

los  elementos  para  intervenir  en  el  procedimiento,  a  fin  de  garantizar  el

respeto a los derechos de seguridad jurídica, legalidad e igualad procesal;

circunstancia que no aconteció en la especie, pues como fue precisado en

líneas anteriores, en la diligencia en cita, no se describieron los documentos

que formaron parte del traslado.   

Cobra  aplicación  a  lo  anterior,  la  Jurisprudencia  cuyo  rubro  y  texto

establece:

“EMPLAZAMIENTO.  DEBE  CONSIDERARSE  VÁLIDO  SÓLO

CUANDO  AL  REALIZAR  LA  CERTIFICACIÓN  RELATIVA,  EL

NOTIFICADOR  DESCRIBE  CUÁLES  SON  LAS  COPIAS  DE  LOS

DOCUMENTOS QUE SE ADJUNTARON A LA DEMANDA CON LAS

QUE  CORRE  TRASLADO.  Hechos:  Los  órganos  colegiados

contendientes  analizaron  si  como  requisito  de  validez  del

emplazamiento, el actuario o notificador debe describir cuáles son las

copias de los documentos que se adjuntaron a la demanda con las que

corre traslado. Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte

de Justicia de la Nación arriba a la convicción de que si la ley procesal

respectiva establece como formalidad del emplazamiento el entregar

copias  de  traslado  de  la  demanda  y  demás  documentos  que  se

adjuntan  a  ésta,  tal  enunciado  normativo  debe  interpretarse  de

conformidad con el artículo 14 constitucional, a fin de concluir que  el

emplazamiento  debe  considerarse  válido  sólo  cuando  al  realizar  la

certificación en el acta relativa, el actuario o notificador indica, describe

o establece cuáles son los anexos documentales con los que corrió

traslado.  Justificación:  La  importancia  y  trascendencia  del

emplazamiento han sido reiteradamente reconocidas por la Suprema

Corte  de  Justicia  de  la  Nación,  señalando  que  la  falta  de

emplazamiento  o  su  defectuosa  práctica  constituyen  la  violación

procesal de mayor magnitud y de carácter más grave, puesto que da

origen  a  la  omisión  de  las  demás  formalidades  esenciales  del

procedimiento.  En  ese  sentido,  los  preceptos  que  establecen  las

formalidades  del  emplazamiento  a  un  procedimiento  jurisdiccional

deben interpretarse de conformidad con las normas constitucionales

que reconocen el derecho de audiencia, al debido proceso y de certeza



jurídica.  Esto  último  se  traduce  en  que  para  considerar  que  el

emplazamiento  a  juicio  cumple  con  su  finalidad  constitucional  de

garantizar al demandado el pleno ejercicio a la defensa, la información

que  a  través  de  él  se  proporcione  al  enjuiciado  debe  otorgar  la

suficiente certeza jurídica respecto a la fidelidad de los términos en los

que  el  accionante  formuló  su  demanda  y  de  los  documentos  que

adjuntó a ésta. Dicho de otro modo, la finalidad legal y constitucional

del emplazamiento no es la de proporcionar al demandado cualquier

información o información incompleta respecto al juicio instaurado en

su  contra  por  la  actora,  sino  que  tal  finalidad  consiste  en  que  el

emplazado tenga conocimiento cierto y completo, no únicamente de las

prestaciones que se le reclaman, sino de los documentos en los cuales

la  accionante  sustenta  su  acción,  a  fin  de  estar  en  posibilidad  de

ejercer plenamente su derecho a la defensa mediante actos jurídicos

como  contestar  la  demanda,  oponer  todas  las  excepciones  que

considere pertinentes y, en su caso, aportar las pruebas que considere

necesarias  para  su  defensa.  Bajo  esta  lógica,  si  la  ley  procesal

respectiva establece como formalidad del emplazamiento el entregar

copias  de  traslado  de  la  demanda  y  demás  documentos  que  se

adjuntan  a  ésta,  tal  enunciado  normativo  debe  interpretarse  de

conformidad con el artículo 14 constitucional a fin de concluir que el

emplazamiento  debe  considerarse  válido  sólo  cuando  al  realizar  la

certificación  relativa,  el  actuario  o  notificador  indica,  describe  o

establece cuáles son esos documentos que se adjuntaron y con cuyas

copias  corrió  traslado.  Tal  formalidad  en  el  emplazamiento  no

constituye  un requisito  irrazonable  o  difícil  de  cumplir  por  parte  del

actuario  o notificador,  pues éste sólo debe identificar  en el  acta de

emplazamiento cuáles son, en cada caso, los anexos con cuyas copias

corre  traslado.  Registro  digital: 2022118,  Instancia:  Primera  Sala,

Décima Época, Materia(s): Civil, Tesis: 1a./J. 39/2020 (10a.), Fuente:

Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 78, Septiembre

de 2020, Tomo I, página 204, Tipo: Jurisprudencia.”

Por otra  parte,  el  artículo  112 del  Código Procesal  en cita,  dispone

también  que  el  Actuario  tiene  la  obligación  de  tomar  fotografías  del

inmueble  donde  se  realiza  la  diligencia,  las  cuales  deberán  correr

agregadas en autos, empero, tal y como refiere el inconforme, ello no se

advierte de las constancias del expediente civil, por lo que es evidente que

de igual forma se omitió cumplir con dicho requisito.  

En  estas  condiciones,  dadas  las  indicadas  irregularidades  de  la

diligencia de emplazamiento al demandado hoy apelante, es inconcuso que
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dicha actuación se practicó en forma contraria a las disposiciones contenidas

en los artículos 111 y 112 del Código de Procedimientos Civiles del estado,

infringiéndose los  derechos  del  apelante  de  audiencia,  debido  proceso  y

certeza jurídica, consagrados en el artículo 14 de nuestra Carta Magna, lo

que da lugar a la nulidad de la misma conforme a lo previsto por el artículo

584 del Código Procesal en consulta.

Sin que escape a la consideración de quien resuelve, que no asiste

razón  al  inconforme  al  afirmar  que  es  dudosa  la  actuación,  al  haberse

asentado que el informante no firmó el acta por no querer hacerlo, cuando

de la cédula se advierte una firma adicional a la del Actuario, pues soslaya

que aunque obre firmada la cédula, lo que hizo manifiesto el fedatario judicial

es la causa por la que el informante no firmó la razón actuarial, tratándose

de dos documentos distintos. 

En tal virtud, lo conducente es declarar FUNDADO el INCIDENTE DE

NULIDAD DE EMPLAZAMIENTO promovido  por  el  demandado  *******  **

***** ***** ******, dejando sin efectos la diligencia actuarial de emplazamiento

realizada a dicho demandado en fechas veinticinco y veintiséis de febrero

del  año  dos  mil  veintiuno;  y  por  consiguiente,  ordenar  la  reposición  del

mismo.

En  las  relatadas  consideraciones,  y  no  habiendo  más  agravio  que

analizar,  en  términos  del  artículo  593  del  Código  del  Código  de

Procedimientos  Civiles  vigente  para  el  Estado,  se  impone  la  necesidad

jurídica de REVOCAR la sentencia interlocutoria apelada, para quedar como

sigue:

“…PRIMERO.-  ES  FUNDADO EL  INCIDENTE  DE  NULIDAD  DE

EMPLAZAMIENTO, promovido por  el demandado  ******* ** ***** *****

******. 

SEGUNDO.- SE  DEJA  SIN  EFECTOS la  diligencia  actuarial  de

emplazamiento  realizada en fechas veinticinco y veintiséis de febrero

del año dos mil veintiuno al ********* ******* ** ***** ***** ******.

TERCERO.-SE  ORDENA  LA  REPOSICIÓN del  emplazamiento

realizado al demandado ******* ** ***** ***** ******. 

CUARTO.- NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE la presente resolución…”

Remítase copia debidamente certificada de esta resolución al Juzgado

de  origen,  para  los  efectos  legales  correspondientes  y  en  su  oportunidad

archívese el presente toca como asunto totalmente concluido.

Por lo expuesto y fundado, es de resolverse y se: 



R E S U E L V E

PRIMERO.- Se REVOCA la sentencia interlocutoria apelada, conforme a

lo señalado en el último considerando de la presente resolución.

SEGUNDO.- Remítase copia debidamente certificada de esta resolución

al  juzgado  de  origen,  para  los  efectos  legales  correspondientes  y  en  su

oportunidad archívese el presente toca como asunto totalmente concluido.

TERCERO.- NOTIFÍQUESE  POR  LISTA  ELECTRÓNICA  Y

CÚMPLASE. Así lo resolvió y firma la Magistrada Numeraria M. en D. DULCE

MARÍA BALAM TUZ, Titular de la Quinta Sala especializada en Materia Civil

y Mercantil del Tribunal Superior de Justicia del Estado, con sede en esta

Ciudad de Cancún, Quintana Roo, ante la Secretaria de Acuerdos de la Sala,

M. en D. REYNA ESTRELLA MEDINA GARCÍA, quien autoriza y da fe.- DOY

FE.-

[Firmado electrónicamente]
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